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2767 RESOLUCIÓN de 25 de enero de 1999, de
la Intervención General de la Administración
del Estado, por la que se ordena la publicación
del Acuerdo de Consejo de Ministros sobre
régimen de control económico-financiero apli-
cable por la Intervención General de la Admi-
nistración del Estado a determinados organis-
mos públicos.

El Consejo de Ministros, en su reunión del día 8 de
enero de 1999, aprobó el siguiente Acuerdo: «Acuerdo
de Consejo de Ministros sobre régimen de control eco-
nómico-financiero aplicable por la Intervención General
de la Administración del Estado a determinados orga-
nismos públicos». A fin de favorecer su conocimiento
y aplicación se publica como anexo a esta Resolución.

Madrid, 25 de enero de 1999.—El Interventor general,
Rafael Muñoz López-Carmona.

Excmo. Sr. Interventor general de la Defensa. Ilmos. Sres.
Subsecretarios, Presidentes o Directores de organis-
mos públicos, Interventor general de la Seguridad
Social, Interventores delegados en Departamentos
Ministeriales y organismos públicos, Interventores
delegados Regionales y Territoriales.

ANEXO

Acuerdo de Consejo de Ministros sobre régimen
de control económico-financiero aplicable por la Inter-
vención General de la Administración del Estado

a determinados organismos públicos

La Ley 6/1997, de 14 de abril, de Organización y
Funcionamiento de la Administración General del Estado
(LOFAGE), se propuso racionalizar y actualizar la nor-
mativa dedicada a la denominada «Administración Ins-
titucional del Estado», optando, en primer lugar por una
denominación genérica «organismos públicos» que agru-
pa todas las entidades de Derecho público dependientes
o vinculadas a la Administración General del Estado y,
en segundo lugar, mediante la modificación y refundición
de organismos públicos.

En este sentido, el artículo 43 de la LOFAGE, partiendo
del concepto general de organismo público, distingue
después dos modelos básicos: Los organismos autóno-
mos y las entidades públicas empresariales.

Por otra parte, la disposición transitoria tercera de
la LOFAGE, establece, a partir de su entrada en vigor,
un plazo máximo de dos años para concluir el proceso
de adaptación de los organismos autónomos y de más
entidades de Derecho público.

Dicha adecuación se llevará a efecto por Real Decreto
a propuesta conjunta de los Ministros de Administra-
ciones Públicas y de Economía y Hacienda, de acuerdo
con los Ministerios de los que dependan las entidades
afectadas o mediante Ley cuando la norma de adecua-
ción incorpore peculiaridades respecto del régimen gene-
ral de cada tipo de organismo.

De acuerdo con esta previsión, la Ley 50/1998, de 30
de diciembre, de Medidas Fiscales, Administrativas y del
Orden Social, procede, en su título IV, capítulo II, a la
adaptación de determinados organismos autónomos y
demás entidades de Derecho público.

A su vez, dicha Ley, en su artículo 52 apartado 6,
modifica los artículos 99 y 100 del texto refundido de
la Ley General Presupuestaria, relativos al modelo de
control de la gestión económico-financiera realizada por
los diferentes organismos públicos y en apartado trece
modifica el título VI relativo a la contabilidad pública.

Así, el modelo de control que, como regla general, se
establece, es el siguiente:

En los organismos autónomos, será aplicable la fun-
ción interventora que se completará con el control finan-
ciero permanente.

En las Entidades Públicas Empresariales se aplicará
el control financiero permanente. Esta adaptación del
régimen de contabilidad, intervención y control finan-
ciero no ha podido efectuarse en otras materias que
guían la actuación de los organismos públicos como
serían el régimen presupuestario o el régimen eco-
nómico-financiero. De forma que, transitoriamente, en
estas materias deberán enmarcar su actividad de acuer-
do con el régimen aplicable con anterioridad a su adap-
tación.

Por todo lo anterior, debido a la transitoriedad del
régimen presupuestario y económico-financiero, a la
necesidad de proceder a la aprobación de los Reales
Decretos de adecuación, a la urgencia de adoptar un
régimen aplicable a partir de 1 de enero de 1999, con
la finalidad de conseguir una mayor eficacia y eficiencia
en la gestión económico-financiera que realizan los dife-
rentes organismos públicos y en consecuencia, en el
propio control interno de dicha gestión, se considera
necesario utilizar, con carácter transitorio la previsión
contenida en el propio artículo 99 del texto refundido
de la Ley General Presupuestaria, según la redacción
dada por la Ley 50/1998, de 30 de diciembre, de Medi-
das Fiscales, Administrativas y del Orden Social, de
forma que:

En aquellos organismos autónomos en los que la natu-
raleza de sus actividades lo justifique el Consejo de Minis-
tros podrá acordar como único sistema de control el
control financiero permanente, tal como se regula en
el artículo 100 del texto refundido de la Ley General
Presupuestaria.

En las Entidades Públicas Empresariales igualmente
el Consejo de Ministros podrá acordar la sustitución del
control financiero permanente por su ejercicio centra-
lizado desde la propia Intervención General de la Admi-
nistración del Estado.

A fin de asegurar la centralización y mayor objetividad
del proceso de adopción de dichas decisiones la norma
prevé que la iniciativa del correspondiente Acuerdo se
adopte por la propia Intervención General de la Admi-
nistración del Estado como órgano general de control
de la gestión económico-financiera del Sector Público
Estatal.

Por otro lado y teniendo en cuenta las circunstancias
indicadas que justifican el actual Acuerdo, se considera
conveniente que, a propuesta del Ministro de Economía
y Hacienda, previa iniciativa de la Intervención General
de la Administración del Estado, se eleve a este Consejo
de Ministros nueva propuesta sobre la modalidad de
control a aplicar, y sobre las modificaciones organizativas
que sea necesario acometer para que dicho control se
ejerza de forma eficaz y eficiente, una vez se haya modi-
ficado el texto refundido de la Ley General Presupues-
taria, todo ello a la vista de los resultados obtenidos
en las actuaciones de control financiero efectuadas, y
del grado de cumplimiento de las recomendaciones y
medidas propuestas en los correspondientes informes
realizados por la referida Intervención.

Por las razones indicadas en la exposición, se adopta,
a propuesta del Ministro de Economía y Hacienda, a
iniciativa de la Intervención General de la Administración
del Estado, el siguiente Acuerdo, en aplicación de lo
previsto en los apartados primero y segundo del artí-
culo 99 del texto refundido de la Ley General Presu-
puestaria:

Primero.—Los organismos autónomos Comisión Liqui-
dadora de Entidades Aseguradoras y Consejo de la
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Juventud de España, dado la naturaleza de las activi-
dades que realizan y el carácter específico de las fun-
ciones que desarrollan estarán sometidos como único
sistema de control a control financiero permanente.

Segundo.—Los organismos autónomos que tienen la
condición de Organismos Públicos de Investigación,
regulados en el capítulo II de la Ley 13/1986, de 14
de abril, de Fomento y Coordinación General de la Inves-
tigación Científica y Técnica, así como el Instituto de
Investigación Tecnológica Agraria y Alimentaria y el Ins-
tituto de Salud «Carlos III», estarán sometidos como úni-
co sistema de control a control financiero permanente.

Tercero.—Los organismos autónomos y Entidades
Públicas Empresariales que con anterioridad a su adap-
tación a la Ley 6/1997 (LOFAGE) tuvieran la condición
de organismos autónomos de carácter comercial, indus-
trial, financiero o análogos estarán sometidos como úni-
co sistema de control a control financiero permanente.

Cuarto.—En las Entidades Públicas Empresariales que
con anterioridad a su adaptación a la LOFAGE no estu-
vieran sometidas a control financiero permanente, el con-
trol financiero se ejercerá desde la propia Intervención
General de la Administración del Estado en ejecución
del correspondiente Plan Anual de Auditorías.

Quinto.—Cuando se proceda a la regulación del régi-
men presupuestario correspondiente a los organismos
autónomos y Entidades Públicas Empresariales en el tex-
to refundido de la Ley General Presupuestaria, la Inter-
vención General de la Administración del Estado, sobre
la base de los resultados obtenidos en las actuaciones
de control financiero efectuadas, del grado de cumpli-
miento de las recomendaciones y medidas propuestas
en los correspondientes informes, elevará nueva pro-
puesta sobre la modalidad de control a aplicar en los
organismos públicos, para que el mismo se ejerza de
forma eficaz y eficiente.

Sexto.—Lo dispuesto en los apartados primero a cuar-
to de este Acuerdo se aplicará desde el momento de
entrada en vigor de la reforma de los artículos 99
y 100 del texto refundido de la Ley General Presupues-
taria contenida en la Ley 50/1998, de 30 de diciembre,
de Medidas Fiscales, Administrativas y del Orden Social.

MINISTERIO DE LA PRESIDENCIA

2768 REAL DECRETO 6/1999, de 8 de enero, por
el que, en cumplimiento de la Ley 8/1998,
de 14 de abril, se modifica el Real Decreto
1801/1995, de 3 de noviembre, de amplia-
ción del concepto de familia numerosa.

La Ley 25/1971, de 19 de junio, de Protección a
la Familia Numerosa, establecía el concepto y la cla-
sificación de tales familias según varios supuestos. El
segundo de los supuestos determinados en el artícu-
lo 2.1 de la citada Ley incluía la consideración de familia
numerosa aquéllas con tres hijos, siempre que uno de
éstos fuese «subnormal, minusválido o incapacitado para
el trabajo». En idénticos términos se pronunciaba el
Reglamento de desarrollo de la Ley, aprobado por Decre-
to 3140/1971, de 23 de diciembre.

La Ley 21/1986, de 23 de diciembre, de Presupues-
tos Generales del Estado, en su disposición adicional
decimotercera, amplió el concepto de familia numerosa
a aquellas que tuvieran dos hijos y los dos fueran «mi-
nusválidos o incapacitados para el trabajo».

Por su parte, la Ley 42/1994, de 30 de diciembre,
de Medidas Fiscales, Administrativas y de Orden Social,
en su disposición final cuarta, amplió nuevamente el
concepto de familia numerosa establecido en la
Ley 25/1971, de 19 de junio, de Protección a la Familia
Numerosa, hasta comprender a las familias que tengan
tres o más hijos, sin hacer aceptación alguna de la exis-
tencia o no de minusvalías o incapacidades para el
trabajo.

En desarrollo de la citada Ley 42/1994, de 30 de
diciembre, se dictó el Real Decreto 1801/1995, de 3
de noviembre, a fin de permitir la aplicación de los bene-
ficios de la familia numerosa en todo el territorio nacional
a aquéllas que tengan tres o más hijos, teniendo en
cuenta las competencias de las Comunidades Autóno-
mas para el reconocimiento de la condición de familia
numerosa y la expedición y renovación de los corres-
pondientes títulos que acrediten tal condición.

Por último, la Ley 8/1998, de 14 de abril, de amplia-
ción del concepto de familia numerosa, aludiendo a su
vez a la ya citada disposición final cuarta de la Ley
42/1994, de 30 de diciembre, de Medidas Fiscales,
Administrativas y de Orden Social, considera también
familia numerosa a «aquella que teniendo dos hijos, al
menos uno de ellos sea minusválido o incapacitado para
el trabajo», a la vez que insta al Gobierno a modificar
el Real Decreto 1801/1995, de 3 de noviembre, para
adecuarlo al contenido de la nueva legislación.

En su virtud, a propuesta de los Ministros de Eco-
nomía y Hacienda, de Educación y Cultura, y de Trabajo
y Asuntos Sociales, de acuerdo con el Consejo de Estado
y previa deliberación del Consejo de Ministros en su
reunión del día 8 de enero de 1999,

D I S P O N G O :

Artículo primero.

Se adiciona un párrafo segundo al artículo 1 del Real
Decreto 1801/1995, de 3 de noviembre, por el que
se desarrolla la disposición final cuarta de la Ley
42/1994, de 30 de diciembre, de Medidas Fiscales,
Administrativas y de Orden Social, por la que se amplía
el concepto de familia numerosa, con el siguiente texto:

«Será también familia numerosa aquella que
teniendo dos hijos, al menos uno de ellos sea minus-
válido o incapacitado para el trabajo.»

Artículo segundo.

El primer párrafo del artículo 2 del citado Real Decre-
to 1801/1995, de 3 de noviembre, tendrá la siguiente
redacción:

«La familia numerosa de tres hijos, o aquella que
teniendo dos hijos, al menos uno de ellos sea minus-
válido o incapacitado para el trabajo, se clasificará
como de 1.a categoría y tendrá derecho a los bene-
ficios previstos para las familias de dicha categoría
en la Ley 25/1971, de 19 de junio, y demás dis-
posiciones estatales vigentes.»

Artículo tercero.

La apreciación de la minusvalía o incapacidad para
el trabajo a que se refiere el presente Real Decreto se
llevará a cabo según lo establecido en el artículo 3 del
Decreto 3140/1971, de 23 de diciembre, de Reglamen-
to de la Ley de Protección a las Familias Numerosas.


